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1. RESULTADOS DE LA AUDITORÍA.
1.1. EVALUACIÓN Y CONCEPTO DE LA GESTION DEL CONSEJO DIRECTIVO
1.1.1. Se anexa copia del reglamento institucional de actos y contratos, aprobado el 26 de agosto de 2005. En algunas actas faltan algunas firmas, incluidas las del rector. Los reglamentos internos del Consejo Directivo no tienen fecha de aprobación. No se incluye en las actas de Consejo Directivo el tema del proyecto educativo institucional PEI, ni el plan operativo anual, no se aprueba el manual de convivencia, el reglamento de la institución, el plan anual de actualización académica del personal docente ni el reglamento de procesos electorales. Las modificaciones presupuestales no son aprobadas en Consejo Directivo, según las actas de reunión presentadas. 
Las normas vigentes señalan que las instituciones educativas deben hacer la evaluación institucional anual. La Ley 115 del 8 de febrero de 1994, lo estipuló en el Artículo 84º, a cargo del Consejo Directivo, para “el personal docente y administrativo, los recursos pedagógicos y de Infraestructura física, para propiciar el mejoramiento de la calidad educativa que se imparte”, en el Artículo 143º, estableció en las funciones del Consejo Directivo, inciso j) Participar en la evaluación de los docentes, directivos docentes y personal administrativo de la institución y la Ley 715, ratificó la evaluación como una función de gestión asignada al rector, como parte integrante y  fundamental del consejo. No se está cumpliendo con lo establecido en el Decreto 1860 de 1994 que en el Artículo 23º, establecen cuáles son las funciones del Consejo Directivo, perdiéndose así una herramienta útil para el direccionamiento que se le debe dar a la institución en función del cumplimiento de los objetivos, máxime cuando es un órgano rector y democrático de los destinos de la institución. Se presenta como presunto hallazgo administrativo a ser tenido en cuenta por la administración.

La IED acepta el hallazgo en pro del mejoramiento de la gestión. Se confirma el hallazgo administrativo para que las acciones correctivas correspondientes sean incluidas en el Plan de Mejoramiento a presentar para seguimiento posterior.

1.1.2. En el Proyecto Educativo Institucional PEI, del colegio La Estancia, en su contenido global hace mención en repetidas ocasiones el colegio Gonzalo Mejía Echeverry (ver páginas 4, 20, 22, 24 del PEI), a pesar de estar impreso en papel membreteado de la IED La Estancia. La Ley 87 de 1993 en el Artículo 2º objetivos del control interno Literal e, “Asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros”. No se tienen suficientes controles en las trascripciones de los documentos, lo cual permite que se presenten estas anomalías en la información institucional, perdiendo confiabilidad en la misma. En cuanto al plan operativo anual, se adelanta el proceso de adaptación a los requerimientos de la IED, no ha sido aprobado por el Consejo Directivo. Las normas sobre el tema están definidas por el Decreto 620 de 1998 Artículo 11º, Decreto 1228 de 1997 Artículo 5º, Decreto 714 Artículo 6º y en el Decreto 111 de 1996 Artículo 8º, las cuales deben ser tenidas en cuenta por la institución para formalizar este requisito de la planeación presupuestal, que le determine herramientas institucionales que faciliten el logro de sus objetivos, de lo contrario, se estaría haciendo un uso no planeado de los escasos recursos con que cuenta el colegio, con las consecuencias negativas que ello implica. Se presenta como presunto hallazgo administrativo a ser tenido en cuenta por la administración.
La IED acepta el hallazgo en pro del mejoramiento de la gestión. Se confirma el hallazgo administrativo para que las acciones correctivas correspondientes sean incluidas en el Plan de Mejoramiento a presentar para seguimiento posterior.

1.1.3. No existe un manual de procedimientos adoptados para la devolución de costos educativos, ni para el trámite y respuesta de fondo a solicitudes, quejas y derechos de petición. El Decreto 1860 de 1994 establece en el Artículo 17º Numeral 4 “Normas de conducta de alumnos y profesores que garanticen el mutuo respeto. Deben incluir la definición de claros procedimientos para formular las quejas o reclamos al respecto.” En la evaluación institucional anual, no se incluyó planta física, sistemas de información ni gestión ambiental. El Decreto 1860 de 1994 establece en el Artículo 14º lo que debe contener el proyecto educativo institucional y en especial en el Numeral 2 “El análisis de la situación institucional que permita la identificación de problemas y sus orígenes.” Se deja por fuera temas que son importantes para el cumplimiento de los objetivos institucionales y que sirven de herramienta para la toma de decisiones, lo cual ocasiona distorsiones en la información básica para estos procesos y que vale la pena tener en cuenta para su pronta corrección. Se presenta como presunto hallazgo administrativo a ser tenido en cuenta por la administración.
La IED acepta el hallazgo en pro del mejoramiento de la gestión. Se confirma el hallazgo administrativo para que las acciones correctivas correspondientes sean incluidas en el Plan de Mejoramiento a presentar para seguimiento posterior.

1.1.4. El control interno aplicado al Consejo Directivo debe tener una calificación baja, por cuanto no se tiene en cuenta la normatividad que le es aplicable, no se socializa a los miembros del mismo, las responsabilidades, el campo de acción, sus funciones, el alcance de su gestión, los temas que debe abordar ni las políticas que debe asumir para la administración de la IED. Se presentan fallas de fondo y de forma, tales como que se abordan y se discuten, (quedando constancia en las actas) temas que son ejecutivos y no de orientación de políticas estructurales. El Decreto 1860 de 1994, en el Artículo 23º, define las funciones del Consejo Directivo, las cuales no se están ejecutando, impidiéndole al colegio contar con los beneficios de una buena gestión orientada al cumplimiento de los objetivos institucionales. Las actas salen sin algunas firmas, que son las que dan el viso de aprobación y de legalidad de las mismas, el cronograma de reuniones aprobado no se cumple, no se tienen en cuenta algunos formalismos que le den los niveles de confianza al estamento que dirige y orienta la institución educativa. 
La Ley 87 de 1993 en el Artículo 2º objetivos del control interno Literal e, “asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros”. No existen controles suficientes que permitan cumplir plenamente con el protocolo que requiere esta instancia del gobierno escolar, permitiendo posibles vicios de legalidad con los riesgos que se pueden permitir a causa de estas omisiones. Se presenta como presunto hallazgo administrativo a ser tenido en cuenta por la administración.
La IED acepta el hallazgo en pro del mejoramiento de la gestión. Se confirma el hallazgo administrativo para que las acciones correctivas correspondientes sean incluidas en el Plan de Mejoramiento a presentar para seguimiento posterior.

1.2. EVALUACIÓN Y CONCEPTO DE PARTICIPACIÓN

1.2.1. El colegio tiene conformada una base de datos de los egresados de las promociones de 2001 hasta 2005. El Consejo Directivo no ha participado en la convocatoria de elección de delegados a las diferentes instancias de participación. La elección de los representantes de los alumnos las realizan los profesores y ellos solo notifican el nombre del alumno elegido. En la IED no hay contralor estudiantil. El Decreto 1860 de 1994 en el Artículo 23º funciones del Consejo Directivo Numeral 15 establece que es su deber “Reglamentar los procesos electorales previstos en el presente Decreto.” No se aplica la potestad del Consejo Directivo de poner en funcionamiento un aparato electoral que fomente la participación de todos los estamentos de la comunidad escolar, perdiéndose incluso el sentido de pertenencia que debe permanecer en toda la comunidad. No existe un manual de procedimientos adoptados para el trámite y respuesta de fondo a solicitudes, quejas y derechos de petición. El Decreto 1860 de 1994 en el Artículo 17º Numeral 4 establece que se debe contar con un procedimiento que garantice este derecho a todos los miembros de la comunidad escolar. Se presenta como presunto hallazgo administrativo a ser tenido en cuenta por la administración.
La IED acepta el hallazgo en pro del mejoramiento de la gestión. Se confirma el hallazgo administrativo para que las acciones correctivas correspondientes sean incluidas en el Plan de Mejoramiento a presentar para seguimiento posterior.

1.3. EVALUACIÓN Y CONCEPTO DE PRESUPUESTO

Cierre Presupuestal 2005
En relación con el cierre de la vigencia 2005, no se presentaron reservas presupuestales, saldos presupuestales sin apropiar ni cuentas por pagar. El estado de tesorería presentó un saldo de fondos disponibles de $23.4 millones a 31/12/04, en la vigencia 2005, presentó un total de fondos disponibles de $12.0 millones, el presupuesto se ejecutó en el 100%.

Vigencia 2006
El presupuesto inicial aprobado para la vigencia mediante resolución de rectoría 004 del 13 de diciembre de 2005 se presentó así: Ingresos operacionales $116.7 millones, venta de servicios $104.6 millones, de los cuales derechos académicos $62.1 millones y otros cobros $42.5 millones. Transferencias SED $258.1 millones, de los cuales fondos de reposición $51.0 millones, proyecto de gratuidad $183.3 millones, transferencias por cobros complementarios $128.3 millones. Recursos de capital $2.2 millones. Total de ingresos $377.1 millones.

Se modificó el presupuesto durante la vigencia así: se adicionó $141.3 millones, se redujo en $130.3 millones para un presupuesto de ingresos definitivo de $388.1 millones. 

En Gastos de Funcionamiento se tuvo un presupuesto de $285.5 millones, gastos generales $230.2 millones e inversión $91.5 millones para un total de gastos de $377.1 millones, se modificó el presupuesto durante la vigencia así: créditos o contra créditos por $3.9 millones, adición por $51.7 millones y reducción por $44.7 millones, para un total de gastos definitivos de $388.1 millones, el cual se ejecutó en el 100%. 

Las modificaciones más representativas estuvieron en los rubros  rentas contractuales con $-4.3 millones y transferencias con $-125.9 millones ($-120.7 millones en proyecto de gratuidad) 

Las modificaciones en los ingresos presupuestales, se presentaron durante la vigencia de la siguiente manera:

Acuerdo 001 del 18-01-06 adiciona $11.6 millones al rubro útiles escolares

Acuerdo 002 del 18-07-06 adiciona $3.9 millones al rubro útiles escolares

Acuerdo 003 del 25-08-06 se reduce en $5.2 millones el rubro fondos de reposición 

Acuerdo 004 del 18-08-06 adiciona $1.3 millones al rubro vitrina pedagógica

Acuerdo 005 del 08-09-06 adiciona $19.0 millones al rubro escuela ciudad escuela

En cuanto a las modificaciones en los gastos de la IED se afectaron negativamente de una manera importante el rubro mantenimiento de la entidad con $22.8 millones y mantenimiento de mobiliario y equipo con $21.3 millones; y se adicionó el rubro otros materiales y suministros con $21.3 millones

Estas modificaciones son aceptables desde el punto de vista de la planeación, la cual permite efectuar ajustes durante la ejecución de los mismos y se consideran razonables, con excepción de la reducción en el rubro proyecto de gratuidad, la cual se dio, por cuanto, se recibieron menores recursos de los proyectados, evidenciando un desfase considerable en las cifras esperadas frente a las ejecutadas, situación que llama la atención para realizar un mejor análisis en la planeación presupuestal de las cifras que se esperan recaudar.

No se manejaron reservas presupuestales ni cuentas por pagar en la vigencia, tampoco se elaboraron actas de anulación de reservas, no se dieron saldos presupuestales sin apropiar, tampoco se manejan excedentes financieros. 
1.3.1. La IED no maneja un consolidado de disponibilidades y registros presupuestales. La Ley 87 de 1993, establece en el Artículo 2º Literal e, “asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros”; y en el Artículo 3º Literal e, “Todas las transacciones de las entidades deberán registrarse en forma exacta, veraz y oportuna, de forma tal que permita preparar informes operativos, administrativos y financieros”. Al no consolidarse las cifras presupuestales, no se puede ejercer controles ni saber, en algún momento, los saldos de las cuentas, lo cual impide tener certeza sobre las cifras manejadas que no dejan tomar decisiones de fondo, enfocadas al cumplimiento de los objetivos institucionales, desviando la atención a otros asuntos. Se presenta como presunto hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria a ser tenido en cuenta por la administración. 

La IED acepta el hallazgo en pro del mejoramiento de la gestión. Se confirma el hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria para que las acciones correctivas correspondientes sean incluidas en el Plan de Mejoramiento a presentar para seguimiento posterior.

1.3.2. Las modificaciones presupuestales tienen como soporte acuerdos del Consejo Directivo, pero la fecha de éstos, no coincide con las reuniones que realizó el consejo en la vigencia. Se verificó la existencia de modificaciones a los rubros Adquisición de útiles escolares, fondo de reposición, vitrina pedagógica y escuela ciudad escuela, no se pudo verificar las modificaciones (adiciones) de los rubros derechos académicos ($9.6 millones), transferencias por cobros complementarios ($4.4 millones) y otras transferencias ($91.3 millones); (reducciones) de los rubros derechos educativos ($0.5 millones), arrendamientos de bienes y servicios ($3.8 millones), proyecto de gratuidad ($120.7 millones). La Ley 87 de 1993 establece en el Artículo 2º Literal e, “Asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros”; y en el Artículo 3º Literal e, “Todas las transacciones de las entidades deberán registrarse en forma exacta, veraz y oportuna, de forma tal que permita preparar informes operativos, administrativos y financieros.” La Ley 734 de 2002 Artículo 34º Numerales 2 y 21. Se pierde de esta manera la confiabilidad en los registros presentados en el área presupuestal, dejando inválida una valiosa herramienta, útil para la toma de decisiones, lo cual puede incidir desfavorablemente en la obtención de mejores resultados institucionales. Se presenta como presunto hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria a ser tenido en cuenta por la administración.
 La IED acepta el hallazgo en pro del mejoramiento de la gestión. Se confirma el hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria para que las acciones correctivas correspondientes sean incluidas en el Plan de Mejoramiento a presentar para seguimiento posterior.

1.3.3. La IED no cuenta con procedimientos establecidos ni aprobados para la devolución de costos educativos. La Ley 87 de 1993 definió en el Artículo 1º el sistema de control interno como “el sistema de control interno integrado por el esquema organizacional, y el conjunto de los planes, métodos, principios, normas, procedimientos y mecanismos de verificación y evaluación”, el Decreto 992 de 2002 en el Artículo 10º Funciones del Consejo Directivo Literal e, le asignó la competencia de “reglamentar los procedimientos presupuestales, las compras, la contratación de servicios personales, el control interno, el manejo de inventarios y el calendario presupuestal, con sujeción a las normas vigentes. La Ley 87 de 1993 en el Artículo 2º objetivos del control interno Literal e, “asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros”, y f, “definir y aplicar medidas para prevenir los riesgos, detectar y corregir desviaciones que se presenten en la organización y que puedan afectar el logro de sus objetivos”. La Ley 734 de 2002 Artículo 34º Numerales 2 y 21. Le corresponde al Consejo Directivo establecer y aprobar procedimientos y mecanismos, que permitan ejercer control sobre las devoluciones, para evitar desviaciones en las cifras y en los proyectos que se afecten con estos procesos y que puedan incidir negativamente en los resultados esperados por la institución. Se presenta como presunto hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria a ser tenido en cuenta por la administración.
La IED acepta el hallazgo en pro del mejoramiento de la gestión. Se confirma el hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria para que las acciones correctivas correspondientes sean incluidas en el Plan de Mejoramiento a presentar para seguimiento posterior.

Los informes de revisoría fiscal se presentan en las reuniones del Consejo Directivo y están orientados a destacar los compromisos en materia tributaria, con organismos de control y contratación y los aspectos relevantes en materia presupuestal. En ellos, llama la atención a la administración sobre el bajo recaudo por concepto de la tienda escolar y solicita se refuerce su recaudo (informe adjunto).
1.3.4. El manejo de la documentación en el área de presupuesto se encuentra en orden cronológico y empastada, de tal manera que permite la consulta de los soportes de las transacciones (giros) de una forma completa y soportada. Los AZ que contienen soportes de actas y acuerdo de Consejo Directivos se archivan en rectoría. Sin embargo, presenta algunas debilidades en su archivo y conservación, tenemos el caso, que no se guardan los acuerdos modificatorios aprobados por el Consejo Directivo, no se cuenta con un archivo adecuado de los recibos de ingresos por concepto de la tienda escolar. La Ley 87 de 1993, establece en el Artículo 2º Literal e, “asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros”; y en el Artículo 3º Literal e, “Todas las transacciones de las entidades deberán registrarse en forma exacta, veraz y oportuna, de forma tal que permita preparar informes operativos, administrativos y financieros”. Se deben evaluar y mejorar los controles que se aplican a la información presupuestal y su archivo y conservación, pues son la memoria institucional y los soportes de la información básica que se utiliza para la toma de decisiones, orientadas al cumplimiento de los objetivos institucionales, permitiendo de esta manera, riesgos de perdida de los documentos que serán el soporte de las decisiones. Se presenta como presunto hallazgo administrativo a ser tenido en cuenta por la administración.
La IED acepta el hallazgo en pro del mejoramiento de la gestión. Se confirma el hallazgo administrativo para que las acciones correctivas correspondientes sean incluidas en el Plan de Mejoramiento a presentar para seguimiento posterior.

En la vigencia no se manejó caja menor y en el 2007 mediante resolución 003 de 22-06-07 se adopta el reglamento de la caja menor, en reunión del Consejo Directivo del 21-06-07.

1.4. EVALUACIÓN Y CONCEPTO DE CONTRATACION

1.4.1. El Consejo Directivo no aprobó las modificaciones al presupuesto, en especial lo relacionado con la tienda escolar, por cuanto se incluyó en el presupuesto un valor inicial de $12.1 millones, se redujo en $3.8 millones para un presupuesto definitivo de $8.3 millones, el cual se ejecutó en el 100%; dicha reducción no fue aprobada por el Consejo Directivo, ni aparece registro alguno en las actas de reunión del mismo. No se está cumpliendo con lo establecido en el Decreto 1860 de 1994 que en el Artículo 23º en el cual se establecen las funciones, el Decreto 992 de 2002 en el Artículo 10º, Literal c, establece como función del Consejo Directivo  “Aprobar las adiciones al presupuesto vigente, así como también los traslados presupuestales que afecten el acuerdo anual del presupuesto.”, y la Ley 87 de 1993, establece en el Artículo 2º Literal e, “asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros”, perdiéndose así, la posibilidad de obtener mejores resultados en la gestión del gobierno escolar y la confiabilidad en la información, que se pueden canalizar en el logro de los objetivos institucionales. Se presenta como presunto hallazgo administrativo a ser tenido en cuenta por la administración.
La IED acepta el hallazgo en pro del mejoramiento de la gestión. Se confirma el hallazgo administrativo para que las acciones correctivas correspondientes sean incluidas en el Plan de Mejoramiento a presentar para seguimiento posterior.

1.4.2. La destinación de los recursos obtenidos por concepto del rubro tienda escolar  no se registran en el rubro de inversión en tienda escolar como lo ordena el Decreto 1857 de 1994, Artículo 3º Parágrafo 2 “Los ingresos por restaurantes, cafeterías o tiendas escolares, material didáctico, sistematización de calificaciones y microfilmaciones, tendrán destinación específica para los conceptos que fueron recibidos.”, La Ley 734 de 2002 Artículo 34º Numerales 2 y 21. la Ley 599 de 2000 establece en el Artículo 399. “PECULADO POR APLICACION OFICIAL DIFERENTE. <Penas aumentadas por el Artículo 14 de la Ley 890 de 2004, a partir del 1o. de enero de 2005. El texto con las penas aumentadas es el siguiente:> El servidor público que dé a los bienes del Estado o de empresas o instituciones en que éste tenga parte, cuya administración, tenencia o custodia se le haya confiado por razón o con ocasión de sus funciones, aplicación oficial diferente de aquella a que están destinados, o comprometa sumas superiores a las fijadas en el presupuesto, o las invierta o utilice en forma no prevista en éste, en perjuicio de la inversión social o de los salarios o prestaciones sociales de los servidores, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) meses, multa de trece punto treinta y tres (13.33) a setenta y cinco (75) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término”. No se lleva registro bitácora de la tienda escolar, lo que demuestra una falta de controles, que permitan efectuar un seguimiento a estos recursos y al cumplimiento del objeto contractual. Se presenta como presunto hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria a ser tenido en cuenta por la administración.
La IED acepta el hallazgo en pro del mejoramiento de la gestión. Se confirma el hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria para que las acciones correctivas correspondientes sean incluidas en el Plan de Mejoramiento a presentar para seguimiento posterior.

1.4.3. Los contratos de tienda escolar no se están cumpliendo, por cuanto el precio del arrendamiento que se obliga a pagar y las formas de pago establecidas no se cumplen. En el caso del contrato 6 suscrito con Gloria Stella Morales como arrendataria y el rector como arrendador, en donde se pactó un precio del arrendamiento por $12’100.000 y se pagó la suma de $5’543.670 en total, discriminado así: 

1.4.3.1. recibo de caja 12 del 10/03/06 $816.750

1.4.3.2. recibo de caja 16 del 07/04/06 $1’033.000 

1.4.3.4. recibo de caja 23 del 02/06/06 $900.250 

1.4.3.5. recibo de caja 37 del 17/08/06 $726.500 

1.4.3.6. recibo de caja 41 del 13/09/06 $956.120 

1.4.3.7. recibo de caja 46 del 09/10/06 $896.000 

1.4.3.8. recibo de caja 51 del 15/11/06 $215.050 

El contrato no tiene otrosi, en donde se establezca el verdadero valor total del contrato ni la forma de pago por parte del contratista. Se contraviene lo dispuesto en la Ley 80 de 1993 Artículo 4º De los derechos y deberes de las entidades estatales, Numeral 2 “Adelantar las gestiones necesarias para el reconocimiento y cobro de las sanciones pecuniarias y garantías a que hubiere lugar”, y la Ley 87 de 1993, Artículo 2º Objetivos del Sistema de Control Interno. Literal a, “Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten”; La Ley 734 de 2002 Artículo 34º Numerales 2 y 21. Se evidencia una falta de controles en la ejecución de los contratos que el colegio ha tenido para el arrendamiento de espacios con destino a la tienda escolar, lo que permite incumplimientos de lo contratado por parte del contratista, con los perjuicios que se ocasionan a las finanzas del colegio, con el agravante que en el informe del revisor fiscal se destaca un llamado de alerta a la administración sobre el recaudo por este concepto, al parecer, sin la debida atención y diligencia por parte de las directivas. Se presenta como presunto hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria a ser tenido en cuenta por la administración.
La IED acepta el hallazgo en pro del mejoramiento de la gestión. Se confirma el hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria para que las acciones correctivas correspondientes sean incluidas en el Plan de Mejoramiento a presentar para seguimiento posterior.

1.4.4. El contrato de tienda escolar no cuenta con cláusula penal. No se incluyó cláusula donde se designe el interventor del contrato. No se cumplió con lo establecido en la cláusula cuarta “forma de pago”, por cuanto, el arrendatario no pagó dentro de los cinco primeros días de cada mes, como en ella se establece. No se cumplió con lo establecido en la cláusula sexta “terminación”, pues se presentaron causales de terminación del contrato, tampoco se cumplió con la cláusula séptima, que establece que si el arrendador incumple con la cláusula cuarta (forma de pago), el contrato será suspendido automáticamente por parte del arrendador. Se contraviene lo dispuesto en la Ley 80 de 1993 Artículo 4º De los derechos y deberes de las entidades estatales, Numeral 2 “Adelantar las gestiones necesarias para el reconocimiento y cobro de las sanciones pecuniarias y garantías a que hubiere lugar”, y la Ley 87 de 1993, Artículo 2º Objetivos del Sistema de Control Interno. Literal a, “Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten”; La Ley 734 de 2002 Artículo 34º Numerales 2 y 21. Se determina una falta de controles por parte del colegio en la ejecución de los contratos con destino a la tienda escolar, lo que ha permitido los incumplimientos de lo contratado por parte del contratista, con los efectos negativos que implican a los ingresos que tiene el colegio. Se presenta como presunto hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria a ser tenido en cuenta por la administración.
La IED acepta el hallazgo en pro del mejoramiento de la gestión. Se confirma el hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria para que las acciones correctivas correspondientes sean incluidas en el Plan de Mejoramiento a presentar para seguimiento posterior.

1.5. EVALUACIÓN Y CONCEPTO DE INVENTARIOS

Se adjunta a los papeles de trabajo un archivo en medio magnético que incluye lo relacionado con el tema de inventarios de la IED, en donde se discriminan por cuentas y por sedes. Se incluye SED, ESSED, Alcaldía Mayor, MEN (Res 98/98), FDL y Responsabilidad fiscal, dicho aplicativo se maneja de forma sistematizada en una hoja de cálculo Excel.
El proceso de almacenamiento, ingreso y salida e identificación a las compras de equipos, que fueron escasas, se realizó con los comprobantes de egresos que se manejan en pagaduría.

En la verificación del resultado de la gestión del comité de sostenimiento (saneamiento contable) de los inventarios a 31 de diciembre de 2006, se estableció que cuenta con reglamento operativo del comité técnico de saneamiento contable, actas de gestión del comité, actos administrativos, guía práctica y marco normativo de saneamiento, creación del comité de compras, denuncios, cartilla del manejo de riesgos, comité de inventarios. Los descargos y pérdida de elementos del inventario individual.
1.6. EVALUACIÓN Y CONCEPTO DE PLANTA DOCENTE

Se verificó la planta docente del colegio por jornada, de la cual se suministra un listado con las variables de nombre, documento, área y tipo de contrato. Los cargos de docentes autorizados por la SED se encuentran nombrados, encontrándose, que los principales problemas radican en el tiempo de nombramiento de los reemplazos que deben hacerse por enfermedades, licencias, incapacidades etc.
No se registran derechos de petición sobre la conducta y enseñanza de los profesores, como tampoco figura información de derechos de petición interpuestos por docentes.

Dentro de la planta administrativa se encuentran nombrados once (11) funcionarios:

Cinco (5) Cargos de Planta: Secretaria de la sede A, Pagador (Auxiliar Financiero), Secretaria de jornada nocturna, Bibliotecario jornada noche y Secretaria que maneja los sistemas. Dos (2) cargos provisionales: una secretaria y encargada de biblioteca.

Cuatro (4) temporales: Auxiliar administrativo sede C, auxiliar administrativo sede B y dos auxiliares administrativos sede A.

1.7. EVALUACIÓN Y CONCEPTO DE COBERTURA DE ALUMNOS

Se establece la relación de cobertura de alumnos años 2006 y 2007, de las tres jornadas, y las tres sedes, para el 2006 en 4.196 alumnos matriculados,  para el 2007 en 5.839 alumnos. En la jornada de la mañana se proyectaron 1781 cupos y se matricularon 1780 alumnos y en la jornada de la tarde se proyectaron 1813 cupos y se matricularon 1751 alumnos y en la jornada de la noche se matricularon 665 alumnos y se matricularon 665, cumpliendo con la cobertura prevista.
Para la promoción de acuerdo al Decreto 230 de 2002, se tiene para la jornada de la mañana 21 alumnos, para la jornada de la tarde 43 alumnos y para la jornada de la noche 146 alumnos, para un total de 210 alumnos. Reprobados se tiene para la jornada de la mañana 33 alumnos, para la jornada de la tarde 44 alumnos y para la jornada de la noche 46 alumnos, para un total de 123 alumnos. Deserción se tiene para la jornada de la mañana 9 alumnos, para la jornada de la tarde 11 alumnos y para la jornada de la noche 103 alumnos, para un total de 203 alumnos.
El sistema utilizado para el manejo de información, es básicamente el correo por Internet, se utiliza el módulo de sistemas suministrado por la SED, y de éste se reportan las estadísticas al DANE a la Secretaría y al CADEL.  
No se establece sobrecupo actualmente para ninguna de las jornadas, según información el sobrecupo se presenta al inicio del año lectivo, pero luego con la deserción escolar se completan los cupos disponibles.
Como cursos en rotación se encontraron en la sede C que tiene de Oº a 11º, dicha sede comenzó a funcionar en el año 2007 y no existían la totalidad de casetas para alumnos, declarándose un plan de emergencia que se ha sorteado aceptablemente.
A nivel de la sede central, ésta se encuentra en construcción y algunos cursos se encuentran en rotación hasta tanto no se entregue la obra física finalizada. En cuanto a costos complementarios, los conceptos son los autorizados por la SED en la Resolución 4460 de 2006 que incluyen de 6º a 9º con destinación específica a boletines, manual de convivencia, agenda, material didáctico, mantenimiento de mobiliario y de equipo utilizado en las aulas de profesores y salidas pedagógicas (si el colegio las tiene presupuestadas), como concepto diferente a escuela ciudad escuela.

Se indagó la siguientes información: para la jornada de la tarde en la sede A Niñas en embarazo 2, madres gestantes 11, consideradas en crianza hasta los 6 meses. En cuanto al uso de drogas, (incluyendo el alcohol y el cigarrillo) el 67% de los alumnos ha tenido ingerencia, se detectó en establecimientos cercanos al colegio la venta de chicha, que por tres litros cobran $500, lo cual favorece su consumo. En abuso o sea el consumo por más de tres meses de alcohol y cigarrillos, se determinó la cifra de 2 alumnos por curso, para un total aproximado de 66 alumnos. En dependencia, se detectó solo un menor trabajador de 14 años que consumía marihuana (cannabis satiba), el cual fue tratado en el hospital de Vista Hermosa. En cifras generales, para las tres jornadas de todas las sedes del colegio, se tienen 6 casos de niñas en estado de embarazo, 32 casos detectados de desnutrición y 7 casos de drogadicción.
Hasta el año 2006, fueron aprobados por la SED los subsidios condicionados, básicamente para los estratos 1 y 2 del SISBEN a estudiantes de educación secundaria y básica media.

Para el año 2006 se asignaron para el colegio La Estancia, un total de 307 subsidios para las jornadas de mañana, tarde y nocturna, de los cuales, se dejaron de pagar 6 subsidios, por retiro de los estudiantes.

Para el año 2007 se han asignado un total de 469 subsidios, incrementándose en 35% con respecto al año anterior, de los cuales, hasta el mes de septiembre se tienen reportados 4 retiros.

1.8. EVALUACIÓN Y CONCEPTO DE TRANSPORTE
Se hizo seguimiento al colegio la Rivera del Sur jornada de la tarde. Se presta este servicio a través del convenio ínter administrativo 042 del 20 de marzo de 2007, la interventoría la ejerce la Universidad Nacional, facultad de Ingeniería, quienes diseñaron el recorrido. Los estudiantes beneficiados ascienden a 20 en esta jornada, con edades entre 7 y 16 años y de 3º a 8º, los barrios del recorrido a los que se presta servicio son: Sierra Morena, San Francisco, Candelaria, Santa Bibiana, Potosí y Arborizadora Alta, la ruta inicia a las 11:30 y llega al colegio a las 12:15 regresando por los estudiantes a las 6:00 pm. Se hacen evaluaciones periódicas por parte de los coordinadores. No se encuentran objeciones que reportar por esta auditoría.

1.9. EVALUACIÓN Y CONCEPTO DE REFRIGERIOS
Se hizo seguimiento a tres jornadas:

Jornada de la tarde colegio la Estancia- San Isidro: Los refrigerios se vienen entregando para esta jornada desde el 2005 y se entregaba a tres cursos de primaria existentes.

Para el año 2006, se amplió a 8 cursos de primaria y se enviaban inicialmente 230 refrigerios, no cubriendo la totalidad de alumnos de primaria, a partir de julio se incrementaron a 331 y fue posible suministrarlos a toda la primaria

Para el año 2007, se inició con 332 refrigerios para 9 cursos, posteriormente se incrementaron a 575, siendo posible extender la cobertura para 6º y 7º, en agosto y hasta la fecha se incrementaron a 8º y 9º, pues se están recibiendo un total de 890 refrigerios. Los refrigerios están llegando a las 12:30 en promedio, se llenan las planillas por la coordinación de convivencia o quien haga sus veces, suministradas por la interventoría de la Universidad Nacional, dentro de los reportes no se encontró situaciones anómalas que destacar. La interventoría hace revisión y muestreo cada mes del contenido de los refrigerios la distribución y almacenamiento de los mismos dejando reporte y un plan de mejoramiento si hubiere lugar.

Colegio la Rivera del Sur sede C jornada de la mañana: El servicio de refrigerios tiene una cobertura de 779 estudiantes con niveles de preescolar, básica primaria y los grados sextos  y séptimos, las edades promedio de los estudiantes es de 5 a 13 años, este servicio se presta desde abril de 2007. Los refrigerios son entregados de 7:00 a 8:00 en buenas condiciones higiénicas y con elementos variados y de buena calidad. Los menús son entregados a la coordinación del colegio para hacer el seguimiento respectivo, en caso de cambios, son reportados por escrito.

Colegio la Rivera del Sur sede C Jornada de la tarde: Se presta este servicio a partir de abril de 2007, a la fecha se reciben 769 refrigerios para un total de estudiantes de 797 cubriendo preescolar, primaria y parte de secundaria, se reciben entre la 1:00 y 1:30 p.m. y se entregan a partir de las 2:00 p.m. La calidad en general es buena, cabe destacar que en los reportes del 26 de julio, se encontraron en el interior de dos “lecheritas” objetos extraños (tornillos), situación que fue fotografiada como reporte a la interventoría, presentándose como hecho aislado. La interventoría realiza cursos de capacitación a los encargados de los refrigerios destacando manejos y cuidados a considerar.

1.10. EVALUACIÓN Y CONCEPTO DE PLANTA FISICA
Como resultado de la licitación pública LP-SED-014-02, adjudicada al consorcio Constrused conformado por Carlos Julio Rivera Correal 60% y constructora Cocelca Ltda. 40%, mediante Resolución 3284 del 7 de noviembre de 2004, se suscribió el contrato 107 del 21 de noviembre de 2003, cuyo objeto es el “Tramite, obtención de la licencia de construcción y ejecución de las obras de construcción de la Nueva Etapa en la IED La Estancia de la Localidad 19, Ciudad Bolívar”, con un valor inicial de  $1.036’490.000 y un anticipo del 40%. El plazo inicial fue de 180 días calendario, siendo destinados los primeros 60 días, al trámite y obtención de la licencia de construcción, sin la cual no podía tramitarse el anticipo correspondiente. Los restantes 120 días calendario para la ejecución de las obras y posteriormente otorgando un plazo adicional de 120 días calendario.

La interventoría del contrato fue realizada por la Universidad Distrital mediante la orden interadministrativa de consultoría Nº 587, del 22 de diciembre de 2003, por $62’524.000 y un plazo inicial de 120 días y cuatro meses más, iniciando el 23 de septiembre de 2004.

El alcance específico de la obra consistía en la ejecución de las obras de construcción de la nueva etapa, que comprendían la estructura, cimentación, entrepisos y cubierta tipo sándwich, obras de mampostería, instalaciones eléctricas, hidráulicas y sanitarias, carpintería metálica, cubierta, enchapes, aparatos y acabados en general, para ampliación con la construcción de los bloques 3 y 4, que comprenden aulas especializadas, teóricas, 6 baterías sanitarias, aula múltiple, laboratorios, áreas exteriores y administración.

Mediante acta Nº 1 del 3 de diciembre de 2003, se modifica la cláusula octava del contrato y se establece que el anticipo será del 40% del valor del contrato y se autorizan retiros de la cuenta, cuando el contratista radique en la SED el original de la licencia de construcción y se presenten al interventor los demás documentos requeridos para la obra.  De acuerdo con acta de iniciación, se dio inicio a los trámites para la obtención de la licencia el 28 de noviembre de 2003. 

La obra se suspende mediante el acta Nº 1 del 9 de diciembre de 2003, aduciendo como causal, que para poder tramitar la licencia de construcción, es necesario tener previamente aprobada por el DAPD, las licencias de delimitación de áreas y licencia de ocupación y espacio público. El tiempo de suspensión fue de 120 días calendario y fecha de reiniciación Nº 1 el 7 de abril de 2004 y nueva fecha de terminación final 22 de septiembre de 2004.

Posteriormente, se suscribe acta de prórroga Nº 1 a la suspensión Nº 1, con fecha 7 de abril de 2004, en la que se otorga otro plazo de 120 días calendario estableciendo como nueva fecha de reiniciación el 5 de agosto de 2004 y nueva fecha de terminación final el 20 de enero de 2005. 

Nuevamente, se suscribe acta de prórroga Nº 2 a la suspensión Nº 1, el día 5 de agosto de 2004, otorgando 60 días calendario de prórroga, con nueva fecha de reiniciación el 4 de octubre de 2004 y nueva fecha de terminación final el 21 de marzo de 2005.

El 4 de octubre de 2004 se suscribe acta de prórroga Nº 3 a la suspensión Nº 1, en la que se otorgan 23 días calendario de prórroga estableciendo como nueva fecha de reiniciación el 27 de octubre de 2004, día en que se suscribió el acta de iniciación y como nueva fecha de terminación final el 4 de abril de 2005. Sin embargo, se evidenció en la bitácora del contrato, que se dio inicio a la obra realmente el 21 de septiembre de 2004, día en el cual la obra se encontraba suspendida. Hay registros en la bitácora de obra sólo hasta el 28 de junio de 2005. 

De acuerdo a oficio del 27 de enero de 2004, el contratista informa que el 23 de enero de 2004, recibió el valor del anticipo del contrato por $406’822.325. No se ha determinado el momento en que se dio cumplimiento por parte del contratista a la obligación de radicar el original de la licencia de construcción, para proceder a utilizar el anticipo y a iniciar las obras.

Mediante modificación Nº 2 de fecha 4 de febrero de 2005, se adiciona el contrato en $275’435.609,53; para un valor final de $1.311’925.609,53, así mismo, se amplió el plazo del contrato en 60 días calendario. La adición se dio en razón a las modificaciones que con el fin de obtener la licencia de intervención y ocupación del espacio público, se realizaron a los diseños arquitectónicos y técnicos. En los nuevos diseños se obtuvieron mayores cantidades de obra, ítems adicionales y cambio de especificaciones técnicas no previstos en el proyecto inicial. 

El 20 de enero de 2005, se remite por parte del arquitecto interventor – Universidad Nacional, oficio a Liberty Seguros, en el cual informa sobre el estado del contrato de obra y se ratifica en la inviabilidad económica del contratista para continuar con la construcción de las obras. Además, se presenta la recomendación efectuada por la SED, para aplicar la cláusula de caducidad del contrato.

Se suscribe modificación Nº 3 del 29 de abril de 2005, en la que se otorgan 60 días calendario más, por lo que el plazo de ejecución va hasta el 20 de julio de 2005, debido a que se presentó la necesidad de realizar modificaciones a los diseños arquitectónicos y técnicos, no previstos en el proyecto inicial, dentro de los que se encuentra incluido el diseño estructural para conectar las edificaciones existentes con el nuevo proyecto y los cambios arquitectónicos en la distribución de espacios.  

Se suscribe acta suspensión Nº 2 del 1 de julio de 2005, por 45 días calendario, fecha de reinicio Nº 2 el 15 de agosto de 2005 y nueva fecha de terminación el 3 de septiembre de 2005. La justificación de esta suspensión fue la necesidad de complementar el diseño existente para incluir el comedor escolar, el reforzamiento de la escalera de circulación hasta el tercer nivel de la intersección de los bloques nuevo y antiguo. Diseños que implican modificaciones arquitectónicas y estructurales, que requieren el tiempo solicitado para su revisión y aprobación. 

El 16 de agosto de 2005, se suscribe acta de prórroga Nº 1 a la suspensión Nº 2, por 15 días calendario, en razón a que se encontraba en corrección y coordinación el diseño de los comedores escolares y el reforzamiento de la escalera. Se establece entonces como fecha de reiniciación Nº 2 el 30 de agosto de 2005 y nueva fecha de terminación el 18 de septiembre de 2005.

El día 9 de septiembre de 2005, se suscribió acta de suspensión Nº 3, mediante la cual se otorgan 60 días calendario de suspensión, con fecha de reinicio el 8 de noviembre de 2005 y nueva fecha de terminación el 17 de noviembre de 2005, en razón a que se requiere la ejecución de redes internas hidráulicas y sanitarias para el comedor escolar y la corrección del reforzamiento necesario para la escalera y la cubierta   

Finalmente, se evidencia acta de reunión de obra, de fecha 8 de noviembre de 2005, en la que se informa que ese día estaba establecido el reinicio de las obras, de acuerdo con lo establecido en el acta de reiniciación Nº 3, una vez cumplido el plazo de suspensión establecido en el acta de suspensión Nº 3 del 9 de septiembre de 2005, constatando que no había gente trabajando y ningún representante del Consorcio Constrused se hizo presente, evidenciándose el abandono de la obras por parte del contratista. Culminando con acta de reunión de fecha 11 de noviembre de 2005, en la que se estableció que el plazo del contrato vencía dentro de 6 días, (el 17 noviembre de 2005), y de acuerdo con la programación faltaban 2 meses para terminar las obras. Así mismo, se evidenció la incapacidad económica del contratista, por lo que era inviable para éste continuar con la construcción de la obra, por tal motivo los firmantes, la Coordinadora SED, el Interventor y el residente de interventoría,  solicitan declarar la caducidad del contratos.

1.10.1. Deficiencias en los Diseños Resultantes de la Consultoría 325/00 – Modificaciones Posteriores a los Diseños y Adiciones al Contrato de Obra: Mediante modificación Nº 2 al contrato de fecha 4 de febrero de 2005, se adiciona el contrato en $275’435.609,53, para un valor final de $1.311’925.609,53, así mismo, se amplió el plazo del contrato en 60 días calendario. La adición se dio en razón a las modificaciones que con el fin de obtener la licencia de intervención y ocupación del espacio público, se realizaron a los diseños arquitectónicos y técnicos. En los nuevos diseños se obtuvieron mayores cantidades de obra, ítems adicionales y cambio de especificaciones técnicas no previstos en el proyecto inicial. 

En oficio soporte a la adición, se establece que el proyecto inicial para la construcción de la nueva etapa del IED La Estancia, diseñado por el arquitecto Gustavo Perry, no fue aprobado por el Departamento Administrativo de Plantación Distrital, en razón a que parte de las edificaciones proyectadas ocupaban el espacio público, haciendo necesario elaborar nuevos diseños arquitectónicos, con el fin de obtener la licencia de intervención y ocupación del espacio público.

El consorcio Constrused presentó un nuevo diseño que cumplía con la normatividad existente para este tipo de proyectos. Adicionalmente, la Universidad Nacional en su calidad de interventor, sugirió cambios en el diseño. Con estos cambios se incrementó el área total a construir en más de 700 m2, razón por la cual, se generaron mayores cantidades de obra y por ende un ajuste al presupuesto contractual pactado.   

Una vez analizada la orden de consultoría 325 del 11 de mayo de 2000, suscrito con la firma Gustavo Perry Arquitectos Asociados Ltda., y cuyo objeto eran los diseños técnicos de los proyectos para los CED Dindalito – Kennedy, Luís López de Mesa – Bosa y La Estancia – Ciudad Bolívar (segundas etapas), por $109’099.120, se estableció que mediante acta de recibo final, del 2 de marzo de 2001 y de liquidación, del 18 de abril de 2001, se recibieron a satisfacción por parte de la SED, los diseños contratados sin que se evidencie que la administración haya efectuado posteriormente algún tipo de reclamación al consultor, sobre la calidad de los diseños recibidos. Habiendo sido ésta la causa de que la obra haya presentado todos los problemas que fueron la razón de las suspensiones y adiciones en tiempo, así como de la posterior adición en valor, obras no previstas y obras adicionales al contrato.
En conclusión, la obra pasó de tener un plazo de ejecución de 120 días calendario a un período de ejecución de obra de 240 días, contados hasta el 8 de noviembre de 2005, fecha en la que se determinó la inviabilidad financiera del contratista y no continuó ejecutando las obras. La obra estuvo suspendida por 383 días, tiempo igualmente contado hasta el 8 de noviembre, siendo la causal de todas las suspensiones otorgadas, la necesidad de modificar los diseños. Se pasó entonces, de una obra que se contemplaba ejecutar en cuatro meses, a un periodo que hasta la fecha es de cuatro años.

Falta planeación de la entidad, al no tener los diseños completos al momento de iniciar el proceso licitatorio, lo que conllevó a que los tiempos establecidos para la ejecución de las obras no se cumplieran y a su vez se generaran las adiciones otorgadas para las mayores cantidades de obra y obra no prevista, que se cuantificaron como resultado del rediseño. De igual forma, se establece una conducta omisiva por parte de la entidad, al no tomar las medidas del caso, ni requerir al contratista, una vez se evidenciaron las deficiencias en los diseños. 

En el caso de la orden de consultoría 325 de 2000, a la fecha de la presente evaluación, han prescrito las acciones fiscales sobre ésta contratación, toda vez, que la última actuación es el acta de liquidación con fecha 18 de julio de 2001, lo que no exime de las acciones civiles y penales por sus actos u omisiones en la actuación contractual. 

Con las situaciones anteriormente descritas, se transgrede lo dispuesto en la Ley 80 de 1993, Artículo 4º De los derechos y deberes de la entidades estatales en los Numerales 1, 2, 4, 6, 7 y 9; Artículo 25º del principio de economía el Numeral 12; Artículo 26º del principio de responsabilidad, los Numerales 1, 2, 3 y 8; Artículo 52º de la responsabilidad de los servidores públicos y Artículo 53º de la responsabilidad de los consultores, en la Ley 734 de 2002, Artículo 34º Numerales 2 y 21 y en la Ley 87 de 1993 articulo 2º Literal a. 

Interventoría De Las Obras: Como se mencionó con anterioridad, la interventoría del contrato fue realizada por la Universidad Nacional mediante la orden interadministrativa de consultoría Nº 587 del 22 de diciembre de 2003, suscrita por $62’524.000 y un plazo inicial de 120 días y cuatro meses más, comenzando sus labores el 23 de septiembre de 2004. Por terminación de recursos, la interventoría se incluyó como parte del convenio interadministrativo de consultoría Nº 182 de 2004, a partir del 30 de enero de 2005 y hasta el 30 de junio del mismo año, por $48’500.000, fecha después de la cual, se entiende que el contrato quedo sin interventoría.

Solicitud De Caducidad Del Contrato: Como se mencionó anteriormente, el 20 de enero de 2005, se remite por parte del arquitecto interventor – Universidad Nacional, oficio a Liberty Seguros, en el cual informa sobre el estado del contrato de obra y se ratifica en la inviabilidad económica del contratista para continuar con la construcción de las obras. Además, se presenta la recomendación efectuada por la SED, para aplicar la cláusula de caducidad del contrato.

De otro lado, en acta de reunión de fecha 11 de noviembre de 2005, se estableció que el plazo del contrato vencía dentro de 6 días, (el 17 noviembre de 2005), y de acuerdo con la programación, faltaban dos meses para terminar las obras. Así mismo, se evidenció la incapacidad económica del contratista, por lo que era inviable para éste continuar con la construcción de la obra, por tal motivo los firmantes (la Coordinadora SED, el interventor y el residente de interventoría), solicitaban declarar la caducidad del contrato.

En comunicación Nº INT – EST 084 del 2 de diciembre de 2005 y radicado en Liberty Seguros el 27 de enero de 2006, la interventoría solicita nuevamente la aplicación de la cláusula de caducidad del contrato recomendando en su Numeral 3° “Ante la urgencia de terminar las obras del Colegio la Estancia y de entregarlas para el uso de la comunidad, la cual ha manifestado insistentemente, a través del Rector del Colegio y de sus representantes comunales, el perjuicio enorme que están teniendo por la falta de las instalaciones objeto del contrato, las cuales han debido recibir para su uso hace prácticamente un año.

Ante la falta de seguridad continua (desde junio hasta este momento) del Contratista, de conseguir los recursos necesarios para reiniciar la obra y ante la urgencia de dar una solución rápida antes del inicio del próximo periodo escolar, el cual se inicia en febrero del próximo año, la Interventoría con el único animo de llegar a dar alternativas de solución a este candente problema, recomienda a la Secretaría de Educación, como contratante, aplicar  de la cláusula de caducidad para el contrato No. 107 del 21 de noviembre de 2003 y por consiguiente hacer efectivas las garantías estipuladas en el contrato.”

La posición de la SED al respecto, se reitera nuevamente en oficio de respuesta de la Dirección de Contratación a oficio del Subdirector de Plantas Físicas del 10 de abril de 2006, en el que se concluye entre otros que “…la imposición de cualquier sanción contractual y, aún más, aquellas relacionadas con cláusulas exorbitantes como la de la caducidad, deben contener presupuestos o bases firmes para poder establecerlas, aspectos que no se logran demostrar, aún más las  diferentes modificaciones, suspensiones fueron de pleno conocimiento de la administración y de cierta manera, en nuestro criterio, existió una instante situación de permisibilidad en la conducta y en la actividad que adelantaba el contratista, por ende no sería razonable que la administración recurra a este extremo de declarar caducidad.

Pues la medida es de tal trascendencia que sin haberse realizado los procedimientos administrativos del caso, como es la aplicación del debido proceso se generaría una falta grave para la administración desconociendo que el acto se ajusta a la Ley, siendo este expedido en forma irregular, lo cual generaría que la Resolución de Caducidad y su motivación fuera materia de control jurisdiccional y su inexactitud podría producir la anulación del acto”.

Recomendando esa Dirección que, como era improcedente la imposición de la caducidad, se “...adelante el trámite correspondiente ante la jurisdicción Contenciosa administrativa instaurando la demanda por incumplimiento del contrato, siendo declarada la misma por el juez contencioso, para lo cual deberán adelantarse los trámites respectivos ante la oficina Asesora Jurídica de esta Entidad aportando las pruebas y sustentos necesarios que demuestren el incumplimiento.

No obstante lo anterior, deberá antes de ser enviado el expediente ante la Oficina Jurídica, efectuarse la respectiva liquidación del contrato por mutuo acuerdo señalando en la misma el valor estimado de la indemnización, que ha de reconocer el contratista por el incumplimiento del contrato.

Ahora bien, si no es posible adelantarse los trámites necesarios para llevar a cabo la liquidación por mutuo acuerdo, deberá realizarse la liquidación unilateral por acto administrativo aspecto que se adelantará por parte de la Subdirección de contratos ante la cual se radicarán los documentos de prueba necesario (sic) que demuestren lo actuado.” 

Se estableció sin embargo, por parte del equipo auditor, que ninguna de las acciones recomendadas se adelantó por parte de los funcionarios competentes, habiendo quedado el contrato legalmente a la deriva por casi un año, desde el momento en que el contratista abandonó la obra (8 de noviembre de 2005), hasta la fecha de la suscripción de la transacción (31 de octubre de 2006), sin que la SED haya adoptado las medidas del caso y sin que medie ningún acto administrativo que respalde esta situación.

Al respecto, la SED aduce en su respuesta a oficio del equipo auditor radicado bajo Nº E 2007-168065, que la caducidad no se aplicó en este contrato ni en los otros dos del mismo contratista (102/03 y 196/03) “…teniendo en cuenta que durante el proceso de aplicación de la caducidad se llegó a un acuerdo económico con el Banco Colpatria, donde el banco se comprometía a darle al contratista los recursos para la terminación de las obras paralizadas en su momento; El Bosque San Francisco y La Estancia,..”

Se efectuó además, el análisis a los pagos de obra parciales efectuados al contratista, del cual se determinó lo siguiente: 
CUADRO 1
RELACION DE PAGOS PARCIALES

	ACTA
	PERIODO
	VALOR
	AMORTIZACION DEL ANTICIPO
	VALOR A PAGAR

	1
	27 de octubre al 26 de noviembre de 2004
	289’508.558,50
	115’803.423,40
	173’705.135,10

	2
	27 de noviembre al 26 de diciembre de 2004
	289’190.046,92
	115’676.018,77
	173’514.028,15

	3
	Enero de 2005
	112’134.703,05
	44’853.881,22
	67’280.821,83

	3A
	Febrero marzo de 2005
	89’147.612,39
	
	89’147.612,39

	4
	Abril – Junio de 2005
	114’728.260,27
	
	114’728.260,27

	5
	1 al 8 de septiembre de 2005
	96’277.174,37
	9’886.975,00
	86’390.199,37

	
	
	990’986.355,50
	286’220.298,39
	618’375.857,74


Fuente: Contrato 107 de 2003. SED.
Concluyendo que con relación a los pagos efectuados, no se estableció la razón por la cual al contratista no se le efectuó la amortización del anticipo en las cuentas números 3A y 4. 

El 18 de octubre de 2005, la interventoría presenta un informe del estado actual de la obra y programación para reiniciación oficial del proyecto, en el cual se establece que con fecha 14 de octubre de 2005, El valor total de la obra era de $1.331’925.609,53, con un valor de obra ejecutada y pagada de $894’709.362,15, obra ejecutada no pagada $98’210.598,91 y un valor de obra por ejecutar de $339’005.648,47, que representa el 25.45% del total de la obra.

De la misma forma, se establecen una reprogramación para terminar la obra a partir del 18 de octubre hasta el 14 de enero de 2006, en donde se determinan los ítems de obras adicionales por $317’436.469,47, que incluyen entre otras; obras exteriores del costado norte, obras de ingreso principal al colegio costado occidental, obras de acceso peatonal – costado occidental, puerta de acceso, barandas y rejas de seguridad para ventanas primer piso, obras de refuerzo estructural – recalce de columnas desde cimentación y prolongación de escalera, obras de refuerzo estructural y cubierta de empalme entre bloque A y edificio existente, adecuación de instalaciones para colocación de equipos de cocina – restaurante escolar y ventanas en aluminio (provisión cambio de especificaciones), así como un tiempo adicional solicitado de 75 días.  

Suscripción De Transacción: El 31 de octubre de 2006, se suscribe una Transacción celebrada entre la SED y el Consorcio Constrused, en la que se establece que a esa fecha no se habían podido concluir en su totalidad las obras objeto del contrato, faltando un 21.26%, de acuerdo con informe de la interventoría del 10 de abril de 2006, con un valor por obras pendientes de $339’005.648, quedando un valor pendiente por ejecutar después del pago del acta Nº 5, de $320’939.254,03.

Dentro de los argumentos que se exponen como justificación de la transacción está el de que el  “…entrabamiento en la ejecución del contrato lo cual perjudica a ambas partes por igual y a la comunidad escolar, circunstancia que puede causar, aunque actualmente no esté en litigio, la existencia futura de una discrepancia entre las partes acerca de los derechos y obligaciones que cada uno alega. Que con la intención de garantizar la terminación de la obra y poder certificar por parte de la SED, la interventoría y el mismo contratista una correcta ejecución se requiere realizar este procedimiento de transacción.

De igual manera, se requiere la ejecución de obras faltantes (ítem para la terminación de la obra) garantizando así la terminación de la misma, lo cual corresponde a un necesidad de poner en funcionamiento y puesta en macha, del proyecto de la Institución Educativa Distrital IED. LA ESTANCIA.

Que la Cláusula VIGÉSIMA CUARTA del contrato… consagra que las diferencias que surjan entre las partes con ocasión de la celebración, cumplimiento y liquidación del contrato, podrán ser dirimidas mediante la utilización de los mecanismos de solución ágil de conflictos previstos en la Ley, como la TRANSACCION.

Que igualmente la Ley 80 de 1993 permite a las partes en la etapa de liquidación, realizar los ajustes, revisiones y reconocimientos así como los acuerdos, conciliaciones y transacciones a que haya lugar”.

Dentro de los acuerdos establecidos en la transacción se contempla que se deben terminar las obras sin exceder el valor final del contrato, cumpliendo con las especificaciones técnicas pactadas en el contrato, estableciendo además que no se requieren recursos adicionales a los presupuestados y legalizados mediante el contrato. De acuerdo con la cláusula tercera de la transacción, se otorga un plazo de 60 días calendario, que se contarán a partir del acta de inicio de trabajos de terminación de las obras. De igual manera, se establece en la cláusula sexta que todas las cláusulas y condiciones establecidas para el contrato original, continúan vigentes y en la cláusula octava se establece que se pagará  la cuenta pendiente de trámite a la firma de la transacción, y el saldo pendiente se dividirá en dos pagos uno a los 30 días de obra y  el otro a la entrega total de la obra por ejecutar.

Adicionalmente a la suscripción de la transacción, el representante legal del consorcio endosó a favor del Banco Colpatria, la totalidad de los derechos económicos, no sólo de este contrato sino además, de los otros dos contratos de obra suscritos con la SED a través de otros consorcios, de los que era el representante legal el señor Carlos Julio Correal, por un parte el contrato de obra Nº 196 de 2003 – Consorcio CIC, cuyo objeto era contratar a precio global fijo el diseño arquitectónico, técnico y posterior construcción de la Institución Educativa Distrital El Bosque Proyecto Sur con Bogotá- de la localidad 5 de Usme, localizado en el lote denominado supermanzana Nº 1 del sector B de la etapa 2 del desarrollo urbano Santa Marta, con interventoría efectuada por la firma Construcciones Forster, con un valor final de $3.836’875.000, con una fecha de terminación final el 24 de octubre de 2005 y al que le fue declarada la caducidad administrativa mediante resolución Nº 911 del 16 de marzo de 2006 y que por solicitud del 31 de octubre de 2006, de la Subdirección Técnica de Plantas Físicas, fue revocada mediante la resolución Nº 4849 del 31 de octubre de 2006. 

El contrato de obra Nº 102 del 20 de noviembre de 2003, suscrito con el Consorcio Educación, cuyo objeto era la construcción de la nueva etapa en los IED. San Francisco y Ciudad Bolívar de la localidad 19 de Bogotá, D. C., mediante el sistema de precios unitarios, con un valor final de $2.691’969.659,60, con un plazo de ejecución final hasta el 2 de septiembre de 2005, contratos cuyo valor total, incluidas sus adiciones, se establece en $7.840’770.269,13, a cargo de del mismo contratista y presentando los mismos problemas en su ejecución por la falta de liquidez del contratista, en los que se evidenció que la interventoría correspondiente solicitó formalmente en innumerables ocasiones declarar la caducidad del contrato, sin que finalmente se hubiera aplicado para ninguno de los casos.  

Para efectuar este procedimiento, la SED expidió la resolución Nº 3001 del 9 de agosto de 2006, “Por la cual se modifican e incorporan al Manual de Procedimientos de la Secretaría de Educación Distrital unos procedimientos correspondientes a diferentes áreas”, mediante la cual se incorporó dentro de los procedimientos de la SED el procedimiento de la Subdirección de Contratos SDC-PD 11- Cesión de Derechos Económicos de órdenes o contratos.

Con relación al contrato de obra Nº 102 de 2003, vale la pena mencionar que la situación evidenciada en el presente informe, fue analizada en el informe de Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Especial “Reforzamientos Estructurales de las IED” de noviembre de 2006, como seguimiento a presunto hallazgo de la Auditoría Especial, PAD 2004-2005 Fase II, sin que a la fecha las condiciones allí observadas, hayan cambiado.  

Estado Actual de las Obras: A la fecha de la presente evaluación, ha transcurrido un año desde la suscripción de la transacción y aún no se han iniciado formalmente las obras objeto de la misma. Actualmente, los alumnos que se encontraban estudiando en condiciones inadecuadas, se instalaron en aulas prefabricadas. 

Con relación a las razones por las cuales a la fecha aún no se han iniciado las obras para culminar este colegio, la SED informa al equipo auditor, en oficio radicado bajo Nº E 2007-168065, que el Banco Colpatria estableció que las obras se efectuaran una a una y que una vez liquidada la primera, se iniciará la siguiente, por lo que se aprobó un flujo de desembolsos así: Colegio El Bosque $240.0 millones, Colegio San Francisco $105.0 millones y  para el Colegio La Estancia $240.0 millones. De acuerdo entonces, con la programación de ejecución de obra en este orden, se procedería a iniciar finalmente las obras de la Estancia; sin embargo, el 23 de febrero de 2006, se recibe comunicación Nº 0468, en la que el juzgado 52 Civil Municipal, informa orden de embargo y retención de los créditos que se le adeuden al consorcio, lo que hizo que el Banco suspendiera temporalmente los recursos para la terminación del colegio, hasta que no se aclarara, ante el juez, la situación de cesión de derechos económicos a la fiducia y se restituyeran los dineros de la cuenta embargada.

De otra parte, y en razón a que con los dineros contemplados para el contrato 107 de 2003, no se concluían la totalidad de las obras del colegio, la SED realizó en diciembre de 2006 una convocatoria con el fin de contratar las obras faltantes, dentro de las que se encontraba la reforma de la cocina, obras que no se podían adicionar al contrato 107 de 2003 por los problemas antes mencionados. 
Es así como, mediante la convocatoria No. SED-PMC-SPF-026-2006, se seleccionó al contratista Víctor Julio Becerra Motta, contrato de obra Nº 261 del 28 de diciembre de 2006, cuyo objeto era la ejecución de las obras exteriores costado norte, obras exteriores del acceso al colegio, puerta de acceso, barandas y rejas de seguridad, refuerzo y prolongación de escalera, refuerzo para cubierta de empalme entre el bloque A y edificio existente y adecuación comedor escolar, de acuerdo a los planos, detalles especificaciones y cantidades de obra entregados por la SED, de la IED La Estancia San Isidro Labrador sede A, la Estancia de la localidad Ciudad Bolívar, con un plazo de 60 días, fecha de iniciación el 26 de febrero de 2007 y fecha de terminación 27 de abril de 2007, con un valor inicial $264’781.709,56, con interventoría de la Universidad Nacional, mediante convenio interadministrativo SED-UNAL Nº 291 de 2005. El 27 de abril de 2007, mediante modificación Nº 1 se prorroga en 30 días el plazo, en razón a que fue necesario realizar ajustes a los diseños arquitectónicos y por ende a los diseños hidráulicos y eléctricos del comedor escolar requeridos por las nuevas exigencias pertinentes de la Secretaría de Salud Distrital. 

El 7 de junio de 2007, mediante resolución Nº 06228, se declara la caducidad administrativa del contrato basada en concepto técnico que emitió la interventoría el 25 de mayo de 2007, en el que se enuncian los incumplimientos presentados por el contratista, el hecho de no haber ejecutado a esa fecha sino el 1.9% de la obra cuando debería llevar un 90.16%, teniendo en cuenta que 6 de los frentes de obra se podían ejecutar por contar con toda la información necesaria para su realización; por el incumplimiento en la entrega del total de los documentos contractuales de la cláusula tercera del contrato y demás documentación necesaria para el inicio de actividades, por no haber recibido respuesta oportuna por parte del contratista de ninguno de los requerimientos que le fueron realizados, así como la no atención a los requerimientos técnicos y administrativos y no haber justificado la inversión del anticipo.

En consecuencia, se declaró ocurrido el siniestro del incumplimiento del contrato y se ordenó hacer efectiva la póliza de cumplimiento, la de amparo del anticipo, hacer efectiva la cláusula penal pecuniaria.  

Finalmente, mediante resolución Nº 07583 del 12 de julio de 2007, se resuelve el recurso de reposición interpuesto contra la resolución anteriormente citada, confirmando la declaratoria de caducidad al contrato. Por lo anterior, se le trasladó el contrato para las obras del comedor escolar a Compensar, quien las viene ejecutando y está próxima a su terminación. 

Se estableció que las obras objeto de la transacción iniciarían en los primeros días de octubre y finalizarían aproximadamente el 30 de noviembre, esto para lo correspondiente a las obras contractuales; las adicionales, se realizarían en el período de vacaciones escolares, esperando poder dar al servicio el colegio terminado para el inicio del próximo año escolar.

De lo anterior, se concluye que no se dará cumplimiento al compromiso establecido por el Subdirector de Plantas Físicas del la SED, quien en audiencia pública llevada a cabo el 23 de julio de 2007, convocada por la Unidad Local de Ciudad Bolívar, a la que asistió la comunidad afectada, con el fin de discutir la problemática evidenciada en la institución, afirmó que las obras para concluir el IED terminarían en tres meses, plazo que se cumplió el 23 de octubre de 2007. Se presenta como presunto hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria.
1.10.2. Una vez analizada la documentación contractual, efectuada la visita de obra y el análisis de la respuesta oficio del equipo auditor, radicado bajo Nº E 2007-168065, que con los hechos observados se transgrede lo establecido en la cláusula 4° del contrato de obra, Numeral 14, en el que se establece que el contratista “Responderá a la Entidad y velará por la buena calidad del objeto contratado.” Así como lo establecido en la cláusula 5° Obligaciones de la Secretaría de Educación. “1) Velar por el cumplimiento de todas las cláusulas señaladas. 2) Exigir al contratista la ejecución idónea y oportuna del objeto del contrato (…) 4) Adelantar las gestiones necesarias para el reconocimiento y cobro de las sanciones pecuniarias y garantías a que hubiere lugar, y 5) Adelantar las acciones conducentes a obtener la indemnización que sufra en desarrollo o con ocasión del contrato celebrado.”
No se aplicó lo contemplado en las cláusulas Décima segunda – Garantías, Décima tercera - Cesión, Décima cuarta – Interpretación, modificación y terminación unilateral, Décima quinta-Multas, Décima sexta-Penal Pecuniaria y Décima séptima – Caducidad.  
De igual forma, se transgrede lo dispuesto en la Ley 80 de 1993 Artículo 4º de los derechos y deberes de la entidades estatales Numerales 1, 6 y 9; Artículo 5º de los derechos y deberes del contratista Numeral 4; Artículo 24º del principio de transparencias Numeral 5 Literales b y c; Artículo 25º del principio de economía Numerales 2, 3, 4, 5 y 12; Artículo 26 del principio de responsabilidad Numerales 1, 2, 3 y 6; teniendo en cuenta lo establecido como responsabilidades contractuales en los Artículos 50º, 51º, 52 º y 53º; de la Ley 734 de 2002, Artículo 34º Numerales 2 y 21 y de la Ley 87 de 1993 articulo 2º Literal a. Se presenta como presunto hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria.
1.10.3. Se evidenció que, como resultado de la necesidad de modificación de los diseños se reconoció y pagó al contratista, dentro de los ítems no previstos aprobados mediante la modificación Nº 2 al contrato del 4 de febrero de 2005, e incluido dentro de las cantidades a pagar con cargo a la adición otorgada en esa fecha, el ítem INP08 Rediseños Proyecto Definitivo, por un valor, incluido AIU del 19% de $ 23’800.000, que fueron pagados en el acta parcial Nº 1 por el hecho de haber aprobado un doble pago por parte de la administración, para la misma actividad que debía haber sido ejecutada por el consultor. Así mismo, en el evento en que los diseños efectuados por el consultor no tuvieran la calidad esperada como en este caso, la SED debía haber requerido al consultor para que efectuara las modificaciones al diseño y/o en su defecto haber hecho efectivas las pólizas, acciones éstas de las que no hay evidencia. Se transgrede lo dispuesto en la Ley 734 de 2002, Artículo 34º Numerales 2 y 21 y en la Ley 87 de 1993 articulo 2º Literal a. Se presenta como presunto hallazgo administrativo con incidencia fiscal y disciplinaria.
Se deja registro fotográfico de más de 70 fotografías que se adjuntan a los papeles de trabajo.
Se acepta parcialmente la respuesta presentada por la administración para los hallazgos 1.10.1., 1.10.2. y 1.10.3., por cuanto es la SED el organismo que tiene la injerencia sobre el tema pero es importante dejarlo en plan de mejoramiento, para evaluar las acciones que ha adelantado la administración frente a este tema. En consecuencia los hallazgos administrativos se mantienen y se incluyen en el plan de mejoramiento para seguimiento posterior. 

1.11. EVALUACIÓN Y CONCEPTO DE SISTEMAS DE INFORMACIÓN

Mediante acta 3 del 23/01/04, del comité de inventarios se estableció lo relacionado con el manejo de software de los equipos de computo, en cuanto a la adquisición, actualización, responsabilidades administrativas en proceso, baja de bienes servibles no utilizables.
El colegio cuenta con 3 salas de informática con 20 computadores en cada, en caso de daños en los equipos la SED cuenta con asistencia técnica para su reparación a través de la Red P.
En cuanto a biblioteca, se cuenta con servicio para las tres jornadas, prestando libros solo para consulta, existe el sistema de bibliobanco, los profesores retiran los libros de la biblioteca durante la clase que dicten y al final los recogen, igualmente con grabadoras, televisores, etc. Se estableció la perdida de un DVD en la jornada nocturna, pero posteriormente fue repuesto. Los sistemas de información se manejan a través de la rectoría donde se coordina su funcionamiento.  

1.12. EVALUACIÓN Y CONCEPTO DE GESTION AMBIENTAL
Se presenta un proyecto Ambiental Escolar (PRAES 2007) como formación en valores ambientales, elaborado por docentes del área de ciencias naturales.

Se hace relación de actividades como:

Capacitación. Taller teórico práctico de Aseo Capital. Se presenta un acta escrita en donde consta que por convenio con esta empresa, se realizó un taller para la elaboración de elementos decorativos con material reciclado, para 60 alumnos. 
Elaboración en papel reciclado por parte de los estudiantes orientado por el comité ecológico. Diseño de diferentes objetos en papel reciclado. Cajas, Tarjetas, joyeros etc. Reutilización de otros desechos como plásticos para diseños florales, tapas para hacer cortinas y carros, pantallas para el proyecto científico. Elaboración de compostage para abonar las plantas del colegio. Celebración del día ecológico. Organización de la semana del medio ambiente.
1.12.1. Se presenta un grupo de cinco estudiantes como grupo coordinador de la institución, que a su vez, forma el comité ambiental, pero no se presenta un acta formal de constitución de este comité, verbalmente se comenta que hecha la convocatoria se presentaron voluntariamente algunos alumnos, de entre los cuales, se escogió este comité y el grupo de ecología. Se destaca, que no se presenta una documentación que evidencie todas las actividades llevadas a cabo. Se aduce desconocer que debiera llevarse algún archivo al respecto. La mayor parte de la información se hace de manera verbal. No se lleva relación de actividades desarrolladas, como memoria institucional. La Ley 87 de 1993, establece en el Artículo 2º Literal e, “asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros”; y en el Artículo 3º Literal e, “Todas las transacciones de las entidades deberán registrarse en forma exacta, veraz y oportuna, de forma tal que permita preparar informes operativos, administrativos y financieros”. Se presenta como presunto hallazgo administrativo a ser tenido en cuenta por la administración.
La administración no dio respuesta al hallazgo formulado. En consecuencia se confirma el hallazgo administrativo y se debe incluir en el plan de mejoramiento que presente la Institución Educativa para seguimiento posterior.
1.12.2. No se presentan estadísticas o estudios para el consumo de servicios públicos. La Ley 87 de 1993 en el Artículo 2º objetivos del control interno Literales d, “Garantizar la correcta evaluación y seguimiento de la gestión organizacional.”, y g, “garantizar que el sistema de control interno disponga de sus propios mecanismos de verificación y evaluación”. No se tiene esta herramienta de control y seguimiento que puede ser importante en la utilización de los recursos disponibles. Se presenta como presunto hallazgo administrativo a ser tenido en cuenta por la administración.
La administración no dio respuesta al hallazgo formulado. En consecuencia se confirma el hallazgo administrativo y se debe incluir en el plan de mejoramiento que presente la Institución Educativa para seguimiento posterior.

1.12.3. Se carece de la existencia de programas de ahorro o uso racional de servicios públicos. La Ley 87 de 1993 en el Artículo 2 objetivos del control interno Literal a, “Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten.” No se adelantan campañas de ahorro en el consumo, ocasionando mayores gastos que se podrían redireccionar en beneficio de la institución. Se presenta como presunto hallazgo administrativo a ser tenido en cuenta por la administración. 
La IED acepta el hallazgo en pro del mejoramiento de la gestión. Se confirma el hallazgo administrativo para que las acciones correctivas correspondientes sean incluidas en el Plan de Mejoramiento a presentar para seguimiento posterior.

2. ANEXOS: 
PRESUNTO HALLAZGOS DETECTADOS Y COMUNICADOS
	TIPO DE PRESUNTO HALLAZGO
	CANTIDAD
	VALOR
	REFERENCIACIÓN

	ADMINISTRATIVOS
	18
	
	1.1.1, 1.1.2, 1.1.3, 1.1.4., 1.2.1., 1.3.1., 1.3.2., 1.3.3., 1.3.4., 1.4.1., 1.4.2., 1.4.3., 1.4.4., 1.10.1., 1.10.2., 1.10.3., 1.12.1., 1.12.2., 1.12.3.

	FISCALES
	1
	$23’800.000
	1.10.3.

	DISCIPLINARIOS
	8
	
	1.3.1., 1.3.2., 1.3.3., 1.4.2., 1.4.3., 1.4.4., 1.10.1, 1.10.2., 1.10.3.

	PENALES
	0
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